
 

 

 
DIP. FAUSTO MANUEL ZAMORANO ESPARZA 
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL 
H. CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
P R E S E N T E 
 

El que suscribe diputado RICARDO RUBIO TORRES, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional de la II Legislatura del Congreso de la 

Ciudad de México, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 122, Apartado 

A, Fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 29, 

apartado A, numeral 1 y apartado D incisos a) y b) de la Constitución Política de la 

Ciudad de México; 1, 12 fracción I y 13 de la Ley Orgánica del Congreso de la 

Ciudad de México, así como el 1, 2 fracción XXI y 5 fracción I de su Reglamento 

someto a la consideración de este H. Congreso, la presente INICIATIVA CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA DENOMINACIÓN 

DEL CAPÍTULO SÉPTIMO; EL PRIMER PÁRRAFO Y LAS FRACCIONES I, VII 

Y VIII DEL ARTÍCULO 33 Y SE ADICIONA UNA FRACCIÓN IX AL ARTÍCULO 

33 DE LA LEY PARA LA INTEGRACIÓN AL DESARROLLO DE LAS 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD DE LA CIUDAD DE MÉXICO, al tenor de la 

siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

A efecto dar debido cumplimiento a lo expuesto en el artículo 96 del 

Reglamento del Congreso de la Ciudad de México, se exponen puntualmente los 

siguientes elementos: 

 

I. Encabezado o título de la propuesta; 

 



 

 

Corresponde al expresado en el proemio del presente instrumento 

parlamentario. 

 

II. Planteamiento del problema que la iniciativa pretenda resolver; 

 
A través de la presente iniciativa se pretende garantizar el derecho efectivo a la 

movilidad de las personas con discapacidad, subsanando la inconstitucionalidad 

decretada en la presente iniciativa. 

 

III. Problemática desde la perspectiva de género, en su caso; 

 

En la presente iniciativa, no se configura formalmente una problemática desde 

la perspectiva de género, esto se afirma una vez que fue aplicado por analogía de 

razón al presente instrumento parlamentario el Protocolo de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación para Juzgar con Perspectiva de Género1, ello en virtud de 

que, la propuesta presentada no pretende atender algún planteamiento 

relacionado con tal aspecto. 

 

IV. Argumentos que la sustenten; 

De acuerdo con el último informe realizado por la Organización Mundial de la 

Salud y el Banco Mundial, en todo el mundo existen más de mil millones de 

personas con discapacidad, lo que representa aproximadamente 15% de la 

población mundial.2 

 

                                                      
1  Véase en la siguiente liga, consultada el 07 de julio de 2022 en: https://cutt.ly/QrQXRJr  
2 CNDH, “Los principales derechos de las personas con discapacidad”; Primera edición, noviembre 2014, 
consultado el 21 de julio de 2022 y disponible en https://cutt.ly/SL9TLEJ  

https://cutt.ly/QrQXRJr
https://cutt.ly/SL9TLEJ


 

 

Esta cifra sigue aumentando debido al envejecimiento de la población y a las 

enfermedades crónico-degenerativas. 

 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, en el inciso 

“e” de su Preámbulo, reconoce que la discapacidad es un concepto que 

evoluciona, y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y 

las barreras debidas a la actitud y al entorno. 

 

Por consiguiente, la discapacidad es un fenómeno complejo que refleja una 

interacción entre las características del organismo humano y las características de 

la sociedad en la que vive. 

 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad fue 

aprobada por la Resolución A/RES/61/106, el 13 de diciembre de 2006. Este 

ordenamiento es el primer tratado en materia de derechos humanos del siglo XXI y 

también el firmado con mayor celeridad en la historia de la Organización de las 

Naciones Unidas. 

 

Durante las negociaciones, para su elaboración participaron activamente 

gobiernos de distintos países, organismos internacionales de derechos humanos y 

organizaciones de y para personas con discapacidad, lo que le dio una visión 

amplia e integral acerca de los derechos humanos de estas personas. 

 

Su propósito, según lo dispuesto por el artículo 1, “es promover, proteger y 

asegurar el goce pleno en condiciones de igualdad de todos los derechos 

humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y 

promover el respeto de su dignidad inherente”. 



 

 

Tras ser Ecuador el vigésimo país en ratificarla, el 3 abril del 2008, dicha 

convención entró en vigor el 3 de mayo del mismo año, convirtiéndose en el 

instrumento rector para involucrar a las personas con discapacidad en el diseño de 

acciones, planes y políticas públicas, para los países signatarios del mismo. 

 

Este tratado internacional en materia de derechos humanos resulta paradigmático, 

porque busca asegurar la inclusión plena y efectiva de las personas con 

discapacidad, mediante la adopción de medidas específicas que los Estados 

deben implementar de manera transversal y progresiva. 

 

El derecho a la accesibilidad, lo encontramos contemplado en el artículo 9 de la 

Convención, que señala que las personas con discapacidad, tienen el “derecho a 

la accesibilidad al entorno físico”. 

 

Ahora bien, la iniciativa que presento, ya se había presentado, y fue 

aprobada por la primera legislatura, con el objetivo de garantizar el derecho a la 

accesibilidad de las personas con discapacidad, la cual fue aprobada ante el pleno 

de la citada legislatura. 

 

El Decreto por el que se reforma la denominación del Capítulo Séptimo; el 

primer párrafo y las fracciones I, VII y VIII del artículo 33 y se adiciona una fracción 

IX al artículo 33 de la ley para la Integración al Desarrollo de las personas con 

discapacidad de la Ciudad de México, fue publicado en la Gaceta Oficial de la 

Ciudad de México el día 20 de julio de 2020, como se muestra a continuación: 

 



 

 

 

Posteriormente, el 27 de agosto de 2020 la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos interpuso una acción de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación por considerarla violatoria del derecho a la consulta de las 

personas con discapacidad. 

 

Es así que el máximo tribunal del país, en el mes de junio del presente año, al 

resolver la acción de inconstitucionalidad 244/2020 declaro dichas reformas 

inconstitucionales, básicamente por no consultar a los destinarios de la Ley, 

motivo por el cual, presento la misma iniciativa, solicitando a este H. Congreso se 

haga respetando dichos derechos. 

 

V. Fundamento legal y en su caso sobre su constitucionalidad y 

convencionalidad; 

 



 

 

PRIMERO. – Que el artículo cuarto de la Convención sobre los derechos de 

las personas con discapacidad y su protocolo facultativo establece: 

 

 

 

 

Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad  

 

Artículo 4 

Obligaciones generales 

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno 

ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 

de las personas con discapacidad sin discriminación alguna por motivos 

de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se comprometen a:  

 

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole 

que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en 

la presente Convención;  

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, 

para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas 

existentes que constituyan discriminación contra las personas con 

discapacidad;  

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la 

protección y promoción de los derechos humanos de las personas con 

discapacidad;  

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la 

presente Convención y velar por que las autoridades e instituciones 

públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;  

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, 

organización o empresa privada discriminen por motivos de 

discapacidad;  



 

 

f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, 

servicios, equipo e instalaciones de diseño universal, con arreglo a la 

definición del artículo 2 de la presente Convención, que requieran la 

menor adaptación posible y el menor costo para satisfacer las 

necesidades específicas de las personas con discapacidad, promover su 

disponibilidad y uso, y promover el diseño universal en la elaboración de 

normas y directrices;  

g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promover la 

disponibilidad y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías 

de la información y las comunicaciones, ayudas para la movilidad, 

dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo adecuadas para las 

personas con discapacidad, dando prioridad a las de precio asequible;  

h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con 

discapacidad sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y 

tecnologías de apoyo, incluidas nuevas tecnologías, así como otras 

formas de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo;  

i) Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan 

con personas con discapacidad respecto de los derechos reconocidos en 

la presente Convención, a fin de prestar mejor la asistencia y los 

servicios garantizados por esos derechos. 

 

SEGUNDO. – Que el artículo primero de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos establece: 

 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

 

Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas 
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en 
los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así 
como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que 
esta Constitución establece. 
 



 

 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de 
la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más 
amplia. 
 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 
los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los 
esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por 
este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes. 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, 
el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas. 
 

 

TERCERO.- Que los artículos tercero y cuarto de la Ley General para la 

inclusión de las personas con discapacidad establece: 

 

LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

 

Artículo 3. La observancia de esta Ley corresponde a las dependencias, entidades 

paraestatales y órganos desconcentrados de la Administración Pública Federal, 

organismos constitucionales autónomos, Poder Legislativo, Poder Judicial, el Consejo, 

a los Gobiernos de las Entidades Federativas y de los Municipios, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, así como a las personas físicas o morales de los sectores 

social y privado que presten servicios a las personas con discapacidad. 

 

Artículo 4. Las personas con discapacidad gozarán de todos los derechos que 

establece el orden jurídico mexicano, sin distinción de origen étnico, nacional, género, 

edad, o un trastorno de talla, condición social, económica o de salud, religión, 

opiniones, estado civil, preferencias sexuales, embarazo, identidad política, lengua, 

situación migratoria o cualquier otro motivo u otra característica propia de la condición 



 

 

humana o que atente contra su dignidad. Las medidas contra la discriminación tienen 

como finalidad prevenir o corregir que una persona con discapacidad sea tratada de 

una manera directa o indirecta menos favorable que otra que no lo sea, en una 

situación comparable. 

 

 

Las medidas contra la discriminación consisten en la prohibición de conductas que 

tengan como objetivo o consecuencia atentar contra la dignidad de una persona, crear 

un entorno intimidatorio, hostil, degradante u ofensivo, debido a la discapacidad que 

ésta posee. 

 

Las acciones afirmativas positivas consisten en apoyos de carácter específico 

destinados a prevenir o compensar las desventajas o dificultades que tienen las 

personas con discapacidad en la incorporación y participación plena en los ámbitos de 

la vida política, económica, social y cultural. 

 

Para efectos del párrafo anterior, la Administración Pública, de conformidad con su 

ámbito de competencia, impulsará el derecho a la igualdad de oportunidades de las 

personas con discapacidad, el pleno desarrollo, adelanto y empoderamiento de las 

mujeres, a través del establecimiento de medidas contra la discriminación y acciones 

afirmativas positivas que permitan la inclusión social de las personas con 

discapacidad. Será prioridad de la Administración Pública adoptar medidas de acción 

afirmativa positiva para aquellas personas con discapacidad que sufren un grado 

mayor de discriminación, como son las mujeres, las personas con discapacidad con 

grado severo, las que viven en el área rural, o bien, no pueden representarse a sí 

mismas. 

… 

… 

… 

CUARTO.- Que el artículo tercero de la Constitución Política de la Ciudad 

de México, De los Principios Rectores, establece: 

 



 

 

Constitución Política de la Ciudad de México 

Artículo 3 
De los principios rectores 

 

1. La dignidad humana es principio rector supremo y sustento de los 
derechos humanos. Se reconoce a toda persona la libertad y la 
igualdad en derechos. La protección de los derechos humanos es el 
fundamento de esta Constitución y toda actividad pública estará 
guiada por el respeto y garantía a éstos. 
 

2. La Ciudad de México asume como principios: 

 

a. El respeto a los derechos humanos, la defensa del Estado democrático 
y social, el diálogo social, la cultura de la paz y la no violencia, el 
desarrollo económico sustentable y solidario con visión metropolitana, la 
más justa distribución del ingreso, la dignificación del trabajo y el salario, 
la erradicación de la pobreza, el respeto a la propiedad privada, la 
igualdad sustantiva, la no discriminación, la inclusión, la accesibilidad, el 
diseño universal, la preservación del equilibrio ecológico, la protección al 
ambiente, la protección y conservación del patrimonio cultural y natural. 
Se reconoce la propiedad de la Ciudad sobre sus bienes del dominio 
público, de uso común y del dominio privado; asimismo, la propiedad 
ejidal y comunal; 
… 
… 
… 

 

VI. Denominación del proyecto de ley o decreto; 

A saber, es la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA 

DENOMINACIÓN DEL CAPÍTULO SÉPTIMO; EL PRIMER PÁRRAFO Y LAS 

FRACCIONES I, VII Y VIII DEL ARTÍCULO 33 Y SE ADICIONA UNA FRACCIÓN 

IX AL ARTÍCULO 33 DE LA LEY PARA LA INTEGRACIÓN AL DESARROLLO 

DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DE LA CIUDAD DE MÉXICO. 

Ordenamientos a modificar; 

La denominación del capítulo séptimo; el primer párrafo y las fracciones I, VII y 

VIII del artículo 33 y se adiciona una fracción IX al artículo 33 de la Ley para la 



 

 

Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad de la Ciudad de 

México. 

 

VII. Texto normativo propuesto. 

 

Se desarrolla a continuación. 

 

PROYECTO DE DECRETO 

ÚNICO- Se reforma la denominación del capítulo séptimo; el primer párrafo y las 

fracciones I, VII y VIII del artículo 33 y se adiciona una fracción IX al artículo 33 de la Ley 

para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad de la Ciudad de 

México. para quedar como sigue: 

DECRETO 
 

ÚNICO. - Se REFORMA la denominación del Capítulo Séptimo; el primer párrafo y 
las fracciones I, VII y VIII del artículo 33 y se ADICIONA una fracción IX al artículo 
33 de la Ley para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad 
de la Ciudad de México, para quedar como sigue: 
 
 

LEY PARA LA INTEGRACIÓN AL DESARROLLO DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

 
 

CAPÍTULO SÉPTIMO 
DEL DERECHO A LA MOVILIDAD 

 
 
Artículo 33.- Corresponde a la Secretaría de Movilidad de la Ciudad de México, 
para garantizar el derecho a la Movilidad, realizar lo siguiente:  
 
I.- Elaborar y ejecutar un programa permanente de adecuación y accesibilidad 
universal en las unidades de transporte público y en el Sistema Integrado de 



 

 

Transporte Público, tomando en consideración las disposiciones del Manual de 
Equipamiento Básico, a fin de que puedan garantizar la accesibilidad de usuarios 
con sillas de ruedas y demás personas con discapacidad que hagan uso del 
transporte público; 
 
II - VI…  
 
VII.- Realizar programas de sensibilización a todas las personas trabajadoras en el 
Sistema Integrado de Transporte Público, respecto de los derechos y libertades 
fundamentales de las personas con discapacidad, así como el respeto debido a 
los mismos, auxiliados en todo momento por el Instituto;  
 
VIII.- Realizar programas de capacitación permanente sobre la accesibilidad 
universal, dirigidos a todo el personal que labora en la Secretaría; y 
 
IX.- Promover un diseño vial para las personas con discapacidad, 
ajustándose a principios de diseño universal y accesibilidad que les permita 
transitar en condiciones de inclusión y seguridad, atendiendo a la jerarquía 
de movilidad. 
 
 

TRANSITORIOS 
 
 
PRIMERO. – El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación. 
 
SEGUNDO. – Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y para su 
mayor difusión en el Diario Oficial de la Federación. 

 
 

Dado en el Recinto Legislativo de Donceles, sede del Poder Legislativo de la 
Ciudad de México a los 13 días del mes de septiembre de 2022. 

 

 

PROPONENTE 
 


